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DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  04133
22 de abril, 2004

DI-AA-0848

Ingeniero 

Juan Ramón Rivera Rodríguez

Presidente Ejecutivo

Instituto Costarricense de Ferrocarriles

Estimado señor: 

Asunto: Se solicita refrendo al Convenio de Permiso de Uso de Predio celebrado entre el Instituto Costarricense de Ferrocarriles y Laminadora Costarricense S.A..

Damos respuesta a su oficio N° P.E.-179-2004 de 17 de marzo del año en curso, mediante el cual solicita el refrendo al Convenio de Permiso de Uso de Predio celebrado entre el Instituto Costarricense de Ferrocarriles y Laminadora Costarricense S.A..

Sobre el particular, una vez analizado los términos del convenio, así como los antecedentes que lo acompañan, estamos devolviendo el contrato sin nuestra aprobación, por las siguientes razones:

1-
La factibilidad del INCOFER de otorgar el permiso de uso de sus inmuebles se establece en el artículo 16 inciso e) de su Ley Orgánica. Al respecto dispone dicha norma: 

“Artículo 16.- Son deberes y atribuciones del Consejo Directivo:

e) 
Dar permisos de uso, sujetos a canon, sobre determinados bienes inmuebles a terceros, siempre que su uso esté destinado a las actividades propias de empresas portuarias, navieras, aduanales o de transporte, y siempre que otras instituciones del Estado o ministerios afines no requieran estos inmuebles.

Del contenido de esa norma se desprende que efectivamente el INCOFER se encuentra facultado para dar permisos de uso sobre determinados bienes inmuebles de su propiedad, condicionado únicamente a que su uso esté destinado a actividades propias de empresas portuarias, navieras, aduanales o de transporte y siempre no sean requeridos por otras entidades públicas.

De esa manera en la cláusula tercera del convenio se establece que  INCOFER es el  propietario del inmueble ubicado en la Provincia de Limón, que forma parte del patrimonio a que hace referencia la Ley Orgánica de ese Instituto y la Ley General de Ferrocarriles.

No obstante lo anterior,  según se determina en el avalúo practicado por la Dirección General de Tributación Directa AA-081-03, la finca que  se pretende otorgar en permiso de uso es la inscrita al Folio Real 7065297-000 cuyo propietario registral es la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A..

Siendo ello así, no encontramos fundamento alguno para que INCOFER pretenda otorgar en permiso de uso un bien inmueble que no es de su propiedad y del que únicamente ostenta un derecho de posesión, según se menciona  en el avalúo de mérito.

2-
En la cláusula primera se establece que las partes han convenio en continuar con su relación comercial que consiste en el transporte de carga por ferrocarril.

Al respeto, es importante indicar que siendo el refrendo un requisito de eficacia que posibilita el despliegue de los efectos jurídicos de un contrato, sólo podrá abarcar aquellas relaciones surgidas con posterioridad al mismo, por lo que debe aclararse lo estipulado en la cláusula de comentario en cuanto pareciera hacer referencia a relaciones negociales que ya han surgido de previo al refrendo.

3- En la cláusula décimo tercera las partes acuerdan un procedimiento para dirimir  las controversias sobre la interpretación y resolución del contrato. En cuanto este particular, es necesario que las partes tengan en consideración lo estipulado en el artículo 18 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social ; N° 7727  que  dispone:

“ARTÍCULO 18.- Arbitraje de controversias Cuando las partes hayan convenido por escrito que las controversias relacionadas con su contrato o relación jurídica se sometan a arbitraje, tales controversias se resolverán de conformidad con la presente ley, sin perjuicio de lo que las partes acuerden por escrito, siempre y cuando no se oponga a las disposiciones prohibitivas o imperativas de esta ley. Podrán someterse a arbitraje las controversias de orden patrimonial, presentes o futuras, pendientes o no ante los tribunales comunes, fundadas en derechos respecto de los cuales las partes tengan plena disposición y sea posible excluir la jurisdicción de los tribunales comunes.

Todo sujeto de derecho público, incluyendo el Estado, podrá someter sus controversias a arbitraje, de conformidad con las reglas de la presente ley y el inciso 3), del artículo 27 de la Ley General de la Administración Pública. (El destacado no es del original).

En razón de la norma trascrita, deberá indicarse que las partes someterán sus controversias de índole patrimonial a arbitraje conforme las reglas de la Ley de cita.

4- El la cláusula décimo quinta se faculta a la empresa para dar por terminado el contrato sin responsabilidad alguna, dando aviso por escrito a INCOFER con tres meses de anticipación.

En cuanto a ese aspecto, es necesario señalar que la rescisión de pleno derecho es una facultad que únicamente ostenta la Administración en virtud de sus potestades de imperio, por lo que no sería procedente otorgar tal  atribución a la empresa contratante.

 





Atentamente,

Lic. Elías Delgado Aiza

Fiscalizador 
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